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Resumen 

En este trabajo se examinará el decreto con fuerza de ley de hurto de energía eléctrica para 

evidenciar un problema constitucional-penal en el sistema jurídico penal chileno, al permitir sin 

importar la razón, que un DFL regule materia penal, pasando a llevar parte significativa de la 

estructura político - jurídica de la sociedad como el principio de legalidad, la democracia de 

las leyes y las garantías constitucionales que en conjunto son una protección para la sociedad 

y más importante en este caso para los imputados. Así mismo se demostrará la importancia 

de que esté regulado este tipo especial de hurto no corporal para la protección de las víctimas. 

Sin intención de ponderar los derechos de cada parte del conflicto se dará una solución en 

base a una ley transitoria donde se puedan cumplir las garantías para ambas partes, 

constitucionalizando el tipo de hurto de energía eléctrica y sin deslegitimizar las garantías 

constitucionales. 

 

Palabras claves: Decreto con fuerza de ley, Principio de legalidad, Garantías 

Constitucionales, Democracia, Hurto.  
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INTRODUCCIÓN 

 

 

     A lo largo de esta tesina, se abordará un problema jurídico constitucional-

penal en el contexto chileno, con el objetivo de visualizarlo debido que como 

se mostrara más adelante no ha sido tomando lo suficiente en consideración, 

así como los puntos en conflicto no han tenido grandes actualizaciones desde 

el lado académico, constituyendo un vacío importante en la literatura. Para 

esto se va a evaluar su impacto en materia judicial, calcular la dificultad que 

este trae, como ha sido tratado históricamente hasta hoy y, asimismo ver la 

posibilidad de proponer soluciones tras un análisis. El dilema en cuestión se 

centra en los casos que se regula materia penal a través de un decreto con 

fuerza ley (en adelante me referiré a ellos como DFL) siendo que existen 

diversas razones principalmente constitucionales que lo impiden, las cuales se 

irán desarrollando a lo largo del trabajo. Conflictuando entonces este DFL con 

el principio de legalidad, el principio democrático y las garantías 

constitucionales, que sustentan una posición contra la regulación de materias 

penal a través DFL. En la práctica se visualizará una disputa entre las partes 

involucradas, víctimas, victimarios y sus intereses, y según como estos últimos 

varíen también lo harán quienes consideramos como víctimas.  

    Para el desarrollo de esta tesina se utilizará el hurto de energía eléctrica 

como caso de estudio, el cual se encuentra actualmente legislado en el artículo 

215 del DFL no 4 ¨ El que sustrajere energía eléctrica, directa o indirectamente 

mediante conexiones clandestinas o fraudulentas, incurrirá en las penas 

señaladas en el artículo 446 del Código Penal. En los casos de reiteración, se 

procederá en conformidad a lo prevenido en el artículo 451 del Código.” El 

caso que se plantea en el artículo ha sido el más emblemático para poder 

reflejar el problema en cuestión, por tanto, será muy útil para desarrollar mejor 

la idea. 

     La existencia de este conflicto tiene dos grandes focos que se contraponen 

y complementan entre sí según como se vayan utilizando, luego de exponerlos 

se tratará de encontrar el punto de equilibrio entre ambos, aunque esto 

signifique que finalmente se priorice uno sobre otro. Estos son, por un lado, el 

principio de legalidad y con él sus 4 garantías: el principio de reserva, 
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retroactividad, taxatividad y prohibición de analogías, y por el otro las garantías 

constitucionales.  

     Estos términos, como principio de legalidad y garantías constitucionales 

son tratados de manera recurrente en los manuales de derecho penal, por lo 

que pareciera se iba a encontrar mucha información contrastable entre sí o 

que al menos sirviera para reconocer una opinión mayoritaria clara y definida, 

lo suficientemente actualizada como para que abordara el problema de los 

DFL. Pero al momento de recopilar la información se evidencio que los temas 

se entrelazaban más de lo esperado y aún más importante que no solo la 

problemática en cuestión ha sido poco expuesta, sino que principios 

constitucionales tan emblemáticos como ¨principio de legalidad¨ aunque se 

mencionen en los manuales que se usan en la actualidad, hace años que no 

tienen una real actualización ni un nuevo cuestionamiento.   

     La estructura que adoptará la tesina será la siguiente: primero se 

desarrollaran todos los conceptos de mayor relevancia, explicando la 

correlación que tienen entre sí y su contraste con el DFL de hurto de energía 

eléctrica. Segundo se explicitará el caso en estudio, y se examinará el hurto 

tipificado en el código penal para entender donde se diferencia este caso 

especial del ya regulado en el código. Tercero se analizará como ha 

reaccionado el TC frente a la utilización del DFL y que ha dicho la literatura 

respecto a esto. Cuarto se elaborarán en base a diversas interpretaciones las 

posibles soluciones. 
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CAPÍTULO 1: CONCEPTOS CLAVE 

 

 

1.1. Principio de legalidad y democracia: 

     El punto central en este primer subtitulo del capítulo es establecer que en 

chile la ley es la única norma habilitada y legítima para tipificar delitos y 

establecer sus penas en base a que se entiende esta, por su definición1, es la 

expresión de la voluntad soberana. 

     Para partir se hará una revisión de la literatura especializada chilena donde 

se refieren al término de la manera más lógica para este trabajo, estos 

mantienen firme coherencia entre sí y se complementan en ciertos puntos. El 

primer autor al que se  hará referencia es al profesor Manuel Rodríguez Vega 

que en su manual (2013)2 al igual que otros autores da distintas perspectivas 

y descripciones sobre el principio de legalidad, siendo la tercera la idea que el 

sugiere como explicación del término la que refleja de manera más precisa a 

lo que se va a referir al usar el concepto de aquí en adelante: ¨es inválida o 

constitucionalmente ilegítima, toda ley que confiera un poder sin regularlo 

completamente, y en este punto, se habla de principio de legalidad en sentido 

sustancial¨ (Rodríguez, 2013, p. 20), y más específicamente se remite al 

principio de reserva como ¨el derecho constitucional, coloca al accionar estatal 

bajo la reserva de una autorización también estatal: la prohibición de actuar 

sin fundamento legal¨ (Rodríguez, 2013, p. 20). Aunque Manuel Rodríguez 

Vega no define todo el concepto, pone de foco central parte de la problemática 

que planteo en este trabajo: la inconstitucionalidad de un poder desregulado y 

la prohibición de actuar sin fundamento legal. 

     La descripción anterior es insuficiente para comprender más a fondo la 

complejidad del concepto y el porqué es de relevancia en el conflicto a tratar. 

Para conseguir profundizar se examinará Enrique Cury (2020)3 quien parece 

ser el autor más capaz de hacer la descripción más completa y enfocada sobre 

                                                
1  Artículo 1 código civil ¨Artículo 1º. La ley es una declaración de la voluntad soberana que, 
manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite. ¨ 
2 Manual ¨ principio de legalidad penal y sistema de justicia penal chileno¨  
3 Manual ¨Derecho Penal Parte General¨ página 165  
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el tema. Para poder llegar a lo más importante lo dividiré en dos partes, primero 

lo define como ¨Nullum crimen, nulla poena sine lege¨, es decir, ¨principio de 

reserva o legalidad, con arreglo al cual no hay delito ni es posible la imposición 

de una pena sino cuando existe una ley que incrimina el hecho respectivo, 

estableciendo, además, la clase de castigo a que se encuentra sometido¨ 

(Cury, 2020, p.165), el mismo después desglosa cada concepto y las 

diferentes formas de asociarlos entre si con una serie de ejemplos de 

aplicación, pero lo central para este trabajo es que básicamente obliga al 

legislador a establecer leyes para poder exigir una conducta y aplicar una 

consecuencia consistente en la aplicación de una pena. Segundo, en 

concordancia con las descripciones anteriores le agrega a la definición anterior 

que no solo no hay pena, ni crimen sin ley, sino que además esta ley debe 

cumplir con las siguientes funciones, ser previa, escrita y estricta (cury, 2020)4.  

    Bajo la misma perspectiva de los autores anteriores, Mauricio Rettig (2017) 

en su manual propone que el principal limite en el Derecho penal moderno es 

el principio de legalidad5. Este mismo después de hacer una línea del tiempo 

sobre el termino lo define en base a los distintos contextos donde es aplicable, 

siendo el siguiente el que tiene mejor relación con el tema ¨el nullum crimen 

garantiza la elemental certeza y seguridad jurídica que el ciudadano reclama, 

pues una ley previa, escrita, estricta y cierta, le permitirá conocer y calcular las 

consecuencias de sus actos¨ (Rettig, 2017, p.132), y con ello asegura una 

garantía de libertad del ciudadano, ya que no podrá ser penado si no hay una 

ley que lo tipifique, y se espera que las personas deberían de tener 

conocimiento sobre las leyes. 

     Según lo estipulado por los autores y la lógica detrás del nombre la ley es 

el centro del principio de legalidad, pero ¿Por qué es tan relevante que se 

especifique que el derecho penal se regule a través de una ley? Enrique Cury 

hace referencia a esto cuando dice ¨sólo puede ser fuente del derecho penal 

una ley propiamente tal, esto es, aquella que se ha formado con sujeción a las 

normas constitucionales sobre la materia¨ (página 169) y luego lo argumenta 

con el contrato social que hay detrás, ya que las personas confían en la 

seriedad que hay para conformar una norma del tipo “ley”. El derecho 

especialmente penal aborda cuestiones de tal relevancia, como la facultad de 

ordenar o prohibir determinadas conductas. En base a esto resulta 

                                                
4 Manual de Enrique Cury ¨ Derecho Pena Parte General¨ página 167 
5 Manual de Mauricio Rettig ¨ Parte general, fundamentos, Tomo I¨ página 127 
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indispensable que, incluso las minorías, perciban la existencia de un sistema 

jurídico que procure representar los intereses de todos los individuos. 

    Después de lo ya expuesto, lo más relevante es el carácter democrático de 

las leyes, partiendo desde su creación. En principio se entiende que en chile 

la conformación de una ley es clara y ya que está estipulada en el artículo 65 

de la constitución, este artículo indica a grandes rasgos que pueden ser 

formuladas de dos formas, en alguna de las cámaras por mensaje del 

presidente o por moción de cualquiera de sus miembros. Luego existen 

algunas reglas especiales como por ejemplo materias específicas que solo 

pueden tener origen en alguna de las cámaras o por iniciativa del presidente. 

Esto la vuelve fácil de diferenciar de otro tipo de normativas como los decretos 

con fuerza de ley los cuales están regulados en el artículo 64 del mismo 

código6, los dicta el presidente sobre materias concretas, y específicamente 

plasma que no podrán vulnerar garantías constitucionales, por lo que se da a 

entender que es la misma constitución la que prohibiría que un DFL regulara 

materia penal.  

     Aparece entonces que la ley posee un proceso mucho más representativo 

y controlado del que tienen los DFL, por ende, más democrático. Lo anterior 

sucede ya que, en el caso de una ley, independiente de donde se ha dado la 

iniciativa para su creación, necesita de una aprobación de ambas cámaras y 

del presidente, donde se pasa sin falta por la cámara del senado quienes han 

sido elegidos por votación popular, lo que se presupone significa que 

representan los intereses, valores y creencias de los ciudadanos. Lo anterior 

se diferencia de un DFL el cual es dictado por una sola persona, además de 

no someterse a discusión ni aprobación por el Congreso, el que funciona como 

un órgano representativo de la soberanía popular, por lo que se concluye que 

no es suficiente para afectar un área tan relevante para la sociedad como lo 

es la legislación del derecho penal. 

     Para dar mayor claridad a este punto se utilizar la definición que entrega la 

RAE en el numeral primero y tercero respectivamente7 para que estos sirvan 

como base de entendimiento: ¨Sistema político en el cual la soberanía reside 

en el pueblo, que la ejerce directamente o por medio de representantes¨ y 

                                                
6  El presidente de la República podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar 
disposiciones con fuerza de ley durante un plazo no superior a un año sobre materias que 
correspondan al dominio de la ley. 
    Esta autorización no podrá extenderse a la nacionalidad, la ciudadanía, las elecciones ni al 
plebiscito, como tampoco a materias comprendidas en las garantías constitucionales o que deban ser 
objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado. 
7  Definición de la Real Academia Española. 
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¨Forma de sociedad que reconoce y respeta como valores esenciales la 

libertad y la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley¨. Con ambos 

conceptos en mente se utilizara el ensayo de Philip Pettit8 para afirmar la 

importancia de la democracia, este desarrolla la idea de que la democracia no 

solo es el sistema de gobierno basado en el sufragio u otro medio de voluntad 

popular, sino que también es algo más importante: es un régimen de 

protección a los ciudadanos frente la dominación y la vulneración arbitraria del 

poder, a través de leyes claras y correctos medios de control, lo cual se condice 

de manera correcta con el principio de legalidad que ha sido de gran relevancia 

en este trabajo. Finalmente, los ciudadanos al ser capaces de decidir e influir 

en las decisiones políticas vía un sistema democrático tienen mayor posibilidad 

de vivir bajo un marco de justicia e igualdad y no bajo voluntades ajenas. 

    Esto convierte a la democracia en algo esencial para el correcto 

funcionamiento de nuestra sociedad, y adquiere una relevancia mayor en el 

derecho penal, el cual es la única rama del ordenamiento jurídico que tiene la 

facultad de limitar derechos fundamentales como la libertad o cualquier otra 

garantía constitucional. Hay una confianza por parte de los ciudadanos que 

descansa en la democracia, quienes hacen sus elecciones políticas y conocen 

las limitaciones que posee el Derecho penal, las que como premisa indican 

que su facultad de imponer sanciones cumple con un protocolo, en virtud de 

un sistema normativo previamente establecido. Tal como en el principio de este 

texto se expuso en el principio de legalidad, este sistema asegura que las 

autoridades encargadas de la creación de normas las por las cuales los 

mismos ciudadanos tuvieron derecho a votar, garantizan que los ciudadanos 

tengan conocimiento previo de las conductas ilícitas, y claridad por las 

consecuencias legales derivadas de su comisión.  

 

1.2.  Garantías constitucionales y derechos fundamentales: 

    El segundo punto de este conflicto con los DFL que regulan materia penal 

son las garantías constitucionales que poseen los chilenos, como se sugirió 

en los párrafos anteriores, la constitución política de la república entrega una 

serie de garantías y derechos. Estos los podemos encontrar en su mayoría 

consagradas en el artículo 19 del mismo código, y principalmente el numeral 

3 que dentro de otras cosas afirma que ¨Ningún delito se castigará con otra 

pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, 

                                                
8 Ensay Philip Pettit ¨Repulican theory of puishmente¨  



10 
 

a menos que una nueva ley favorezca al afectado¨ ¨Ninguna ley podrá 

establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente 

descrita en ella¨9 

    El termino ¨garantía¨, sugiere que hay una certeza sobre algo, en este 

contexto es sobre los derechos que poseen todos los individuos según la 

constitución, esta también asegura que serán respetados a todas las personas 

por igual. Esto implica un respaldo general que permite exigir un 

comportamiento de protección por parte del estado. Es por esto, que las 

garantías constitucionales son parte fundamental de la sociedad, para que 

esta pueda funcionar con una base de mayor seguridad, confianza y 

estabilidad. Bajo esta lógica existe un proceso establecido en la constitución y 

otras leyes específicas, que se encargan de regular los casos en los cuales 

estas garantías podrían ser vulneradas por el derecho penal, a través de una 

ley penal que tipifique un delito y establezca una pena.  

    De las Garantías a las que nos vamos a estar refiriendo con mayor 

intensidad serían las de libertad e igualdad ante la ley, debido a que gran parte 

de las penas del sistema jurídico penal chileno afectan limitando o 

restringiendo la libertad. Para este punto véase nuevamente el texto de 

Mauricio Rettig10 quien como ya se mencionó brevemente se refiere a las 

garantías constitucionales, exponiendo en mayor profundidad que el derecho 

penal, específicamente el principio de legalidad supone ciertas garantías 

sustantivas. Estas son principalmente de libertad e igualdad, por un lado, la 

libertad para que las personas puedan confiar en que podrán actuar de manera 

libre, conociendo los límites que existen dentro de la ley; por otro lado, la 

seguridad de que todos viven bajo estos mismos límites y no debería haber 

privilegios especiales. 

    En este sentido si hay casos donde el fallo decide que se aplique una pena 

la cual no está establecida en una ley penal, sino en otro tipo de normal como 

un DFL, a pesar de que esto este restringido constitucionalmente, se estaría 

generando una diferenciación en cómo se aplica la justicia sobre algún 

ciudadano, es decir, a algunos no se les estarían respetando las garantías 

mínimas del principio de legalidad que son la base del sistema jurídico penal.  

    Finalmente, con los términos ya desarrollados se logra entender mejor el 

conflicto principal, un Decreto con Fuerza de Ley no tiene el mismo 

procedimiento de una ley y no conlleva las mismas garantías democráticas al 

                                                
9 Constitución Política de la República, capitulo 3, articulo 19 numeral 3. 
10  Manual de Mauricio Rettig ¨ Parte general, fundamentos, Tomo I¨ página 135. 
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ser proclamado, por tanto, un ciudadano que vive bajo un sistema penal que 

respeta el de ¨Nullum crimen, nulla poena sine lege¨11, quién tiene la garantía 

de libertad la cual solo se puede restringir por una ley penal, y la garantía de 

igualdad ante la ley para no ser tratado arbitrariamente, estaría siendo 

vulnerado al ser castigado con un DFL. 

     El problema no termina aquí, porque, aunque parece simple la solución de 

respetar las normas constitucionales, por ende, eliminar y no permitir que estos 

DFL que regulan materia penal tengan relevancia a nivel legal. Es decir, 

respetando que la materia que regule el DFL no pueda determinar un hecho 

punible ni un castigo penal para quien infrinja los hechos que este establece, 

se produce otro problema. El cual consiste en la existencia de un grupo de 

personas que quedan desprotegidas cuando se cometa en su contra la 

conducta típica descrita por el DFL, por tanto, también es una vulneración de 

garantías para las víctimas en este caso de hurto de energía eléctrica, quienes 

no podrían recurrir a la justicia penal por lo ocurrido ni exigir una pena mientras 

no se promulgue una ley. Esta idea se profundizará cuando se desarrollen las 

posibles soluciones del conflicto principal de esta tesina.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
11  Manual ¨ Derecho Pena Parte General¨ Enrique Cury (2020). 
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CAPÍTULO 2: DEL HURTO 

 

 

2.1) Hurto de energía eléctrica  

    Ahora que el problema principal está explicado y precisado como se deben 

de entender los términos que forman el conflicto, se aplicará en el caso en 

estudio que indique en un comienzo del trabajo, el decreto con fuerza de ley 

sobre el hurto de energía eléctrica. 

     Antes de examinar como se ha fallado en la actualidad estos casos, se 

desarrollarán dos escenarios. El primero: en el caso de que el sujeto A 

estuviera realizando la conducta típica del hurto de energía eléctrica al sujeto 

B. En principio vemos que B es la víctima de este tipo de hurto, pero al 

momento de que B quiera hacer algo al respecto de manera legal, y aplicar lo 

que indica el DFL que remite a una pena del código penal. Si el tribunal fallara 

a favor de utilizar el DFL como fuente de derecho penal, sabiendo que A estaba 

cometiendo una conducta que no está tipificada en una ley, pero de igual forma 

decidiera que fuera castigado como si la conducta estuviera tipificada según 

como corresponde constitucionalmente, en una ley, el sujeto A pasaría a ser 

una víctima debido a que se están viendo afectadas sus garantías 

constitucionales, además de otros principios propios del derecho penal. 

     En principio estas vulneraciones de sus garantías constitucionales son 

sobre su de libertad e igualdad ante la ley, primero de libertad al aplicar alguna 

de las penas establecidas en los artículos 446 o del 451 que refieren al hurto 

en el código penal y segundo de igualdad ante la ley por ser castigado por otro 

tipo de normativa diferente a una ley. Además, la transgresión del principio de 

legalidad que se encargan de proteger a las personas de no ser castigadas sin 

una ley previa, escrita y estricta, y la imposibilidad de que se les aplique una 

analogía con otra ley, que es lo que ocurriría si se asumiera que el hurto de 

energía eléctrica es parte del hurto tipificado en el código penal.  

     En el segundo caso se mantiene el primer supuesto, es decir, el sujeto A 

realiza el tipo del artículo 215 del DFL 4, siendo B la víctima afectada del hurto 

de energía eléctrica. Si el sujeto A no fuera castigado porque se quisiera 

respetar las garantías constitucionales ya mencionadas, ya que no está 

tipificado en una ley, sino que, en un DFL, se estaría dejando al sujeto B como 
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una víctima sin medios para defenderse ante el hurto de energía eléctrica, 

siendo que de igual manera el hurto si se encuentra regulado en el Código 

penal dejando las garantías de este sujeto en segundo plano. El hurto en 

general requiere de apropiación12, este concepto tiene un distinto enfoque en 

el derecho penal que, en el civil, en este ultimo la apropiación es parte de un 

modo de adquirir el dominio, pero el hurto al ser una sustracción sin 

consentimiento del dueño es una adquisición de hecho no de derecho , por lo 

que es parte de los delitos de apropiación ilegal, como lo es también el robo, 

por lo que es importante poder garantizar a la persona afectada que tendrá un 

medio de restitución, existen diferentes corrientes de teoría del delito que 

respaldan el castigo como consecuencia de una acción delictiva, como señala 

Hegel  es parte del derecho, la justicia y dignidad de la víctima que se genere 

una restauración del orden social por medio de una consecuencia en este caso 

del hurto de energía eléctrica. 

     Al momento de decidir en cual  de estos casos se estaría entendiendo y 

aplicando el derecho de manera correcta, hay que considerar varios factores, 

no solo hay que pensar que un DFL tiene una limitación expresa en la 

constitución sobre su campo de aplicación, y que los principios rectores indican 

que son las leyes por diversas razones ya expuestas los únicos que pueden 

afectar materia penal, sino que en este caso en particular del hurto de energía 

eléctrica hay que tomar otros factores como la vigencia del texto y que el hurto 

esta con otras características correctamente tipificado en el código penal. 

     El primer factor que se incita a tomar en cuenta lo desglosa el texto de 

Guillermo Oliver Calderón (2012)13, este hace un resumen histórico de cómo 

se ha tratado el hurto de energía eléctrica y como también ha cambiado la 

lógica detrás de un Decreto con Fuerza de Ley. Parte mencionando que es 

desde la constitución actual, que está vigente desde 1980 que se regula de 

manera concreta el funcionamiento de los DFL, los cuales no pueden regular 

materia de garantías constitucionales, lo que sería muy importante porque 

luego agrega que la ley no es retroactiva por tanto lo que fuera creado antes 

de que se regulara quedaría inmune. 

     Con el fin de determinar si es retroactivo o no, se hará una breve exposición 

de la historia del proceso de criminalización del hurto de energía eléctrica. 

                                                
12 Marcos Contreras Enos en el texto ¨La sustracción de cosas corporales informes: El caso 
del agua, la electricidad y el gas¨ referenciando al profesor Miguel Soto Piñeiro. 
13  Guillermo Oliver Calderón ¨vulneraciones de derechos fundamentales en la regulación de 
los delitos de hurto y robo¨ Revista de Derechos Fundamentales universidad Viña del Mar Nº 
8 Página 18 (2011). 



14 
 

Como ya se mencionó actualmente está regulado el artículo 215 del DFL 4 de 

2006, pero este indica de manera textual lo que decía el artículo original 146 

del DFL 244 de 193114 el cual fue el primero en regular este tema, el decreto 

en su momento también era inconstitucional porque no tenían ninguna forma 

de regulación e incluso no fueron admitidos hasta el cambio de CPR de 1933.  

    Guillermo Oliver Calderón (2012)15 analiza que el texto que compone el DFL 

continuaría siendo idéntico en la reorganización de los decretos en 1959 y 

1982, siendo el de 1931 y 1959 previos a la CPR por tanto previos a su 

regulación por tanto previo a las restricciones que tienen de regular materia 

penal y restringir garantías constitucionales. Pero tanto el de 1982 y 2004 son 

posteriores a que fueran restringidos en la CPR de 1980 por lo que deberían 

de ser inconstitucionales, ¿Cómo fue que se permitió hacer este DFL de 

manera inconstitucional? ¿Quién debería de haber supervisado esto? ¿el 

presidente no debería de tener noción sobre qué materia puede ser regulada? 

¿una restructuración de los DFL no debería de considerar las nuevas reglas 

constitucionales, sobre todo pensando la cantidad de tiempo que paso? 

    Como se puede vislumbrar esto formula una serie de problemáticas, y la 

primera que se intentara resolver para tener una base sobre el resto de los 

cuestionamientos es cuál es el verdadero texto válido. Para responder se 

formularán las siguientes preguntas ¿podría ser aplicada la regulación en 

casos donde el DFL original donde se refiere al tema es anterior a la 

constitución del 80’? ¿Qué tan relevantes son las posteriores promulgaciones? 

Responder todo esto sería más fácil si se tratara del decreto original, pero al 

haber sido reformado, pero replicándose el mismo texto, por mucho que el 

ultimo en publicarse sea posterior a la CPR, pareciera que sigue siendo el 

original de 1931. 

     Para abordar de manera más precisa el párrafo anterior, encontramos dos 

argumentos, el primero señala que, si el decreto con fuerza de ley original es 

previo a la constitución actual que restringe los DFL, por ende, se hizo de 

manera legítima, este no sería inconstitucional porque estas nuevas 

restricciones por regla general son retroactivas, el cual ha sido el principal 

argumento según Guillermo Oliver Calderón16 en la jurisprudencia. Segundo 

                                                
14 Ministerio del Interior, Ley General de Servicios Eléctricos (DFL 244), publicación: 30 de 
mayo de 1931 
15 Revista de Derechos Fundamentales - UNIVERSIDAD VIÑA DEL MAR - N.º 8 (2012), pp. 
15-44 
16 Revista de Derechos Fundamentales - UNIVERSIDAD VIÑA DEL MAR - N.º 8 (2012), pp. 
15-44 
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que al ser un DFL que se reorganizó en 2004 cuando ya se tenía el 

conocimiento conceptual de las limitaciones de la CPR sobre el tema, debe 

ser tratado como cualquier otro DFL actual. José Ángel Fernández17 en 

concordancia con lo anterior en su texto de análisis de una sentencia del tema, 

dice que hoy en día los jueces tienen una mentalidad más a futuro, por lo que 

dejan de ver parte de la constitución como principios estrictos, con ello se 

toman más riesgos para tomar decisiones que se podría considerar no 

democráticas.  

 

2.2) Hurto en el código penal 

     La insistencia de catalogar el DFL de hurto de energía eléctrica como un 

delito penal, tiene plena relación con la actual existencia del delito de hurto en 

el código penal, por lo que existe desde de la víctima al sufrir un hurto de 

energía eléctrica la necesidad de tener el reparo penal que se asocia a 

cualquier tipo de delito de apropiación o de propiedad18, agregando además 

que la pena a la que remite este DFL esta estipulada en el artículo 451 del 

código penal19 que refiere a una de las penas del hurto.   

    Podría considerarse que el castigo penal es innecesario en este caso. Por 

ejemplo, podría contemplarse la opción de entender esto como daño 

extracontractual el que está regulado en el Código Civil20 aunque podría ser 

viable, siendo esta la obligación que se le genera a una persona de responder 

por los daños que le provoca a otra sin que haya una relación jurídica previa, 

en el caso del hurto el supuesto es diferente, se está hablando de un delito 

contra la propiedad, y no hay diferencia con el hurto de energía eléctrica, este 

a pesar de estar en un DFL sigue correspondiendo al criterio de delitos contra 

la propiedad, este no se configura por el incumplimiento de una obligación civil, 

sino por una violación directa a la propiedad ajena, donde una persona se 

apropia de algo ajeno de manera ilícita, aunque no sea algo tangible. Además, 

el hurto de energía eléctrica no solo afecta a la empresa proveedora del 

servicio quien puede iniciar la acción, sino que también afectan a personas 

                                                
17 Centro de Estudios Constitucionales de Chile Universidad de Talca “Tribunal constitucional 
y derecho penal: un estudio crítico” (2014). 
18 Guillermo Oliver Calderón ¨Estructura típica común de los delitos de hurto y robo¨ Revista 
de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso. 
19 Artículo 451.- En los casos de reiteración de hurtos, aunque se trate de faltas, a una misma 
persona, o a distintas personas en una misma casa, establecimiento de comercio, centro 
comercial, feria, recinto o lugar el tribunal calificará el ilícito y hará la regulación de la pena 
tomando por base el importe total de los objetos sustraídos, y la impondrá al delincuente en 
su grado superior. 
20  Art. 2314. El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado 
a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito. 
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naturales y por tanto generar un perjuicio social, por lo que es necesario que 

este se trate dentro del ámbito penal para sancionar de manera adecuada, Sin 

embargo, la responsabilidad penal no priva al sujeto de realizar un reclamo 

civil cuando corresponda, no debe de entenderse como excluyente una acción 

de la otra.  

    Este argumento es importante en gran parte para poder reconocer la 

necesidad social de reparación que produce sufrir esta clase de delitos, por lo 

que se mantiene la postura de incluir esta clase de hurto dentro de la 

tipificación de hurto del código penal, con el objetivo de que no se realicen 

excepciones ni divisiones en la clasificación de los hurtos, sobre todo en casos 

como este, que lo único que no cumple del tipo es la exigencia de cosa mueble 

el cual como se desarrollara más adelante es un término con diferentes 

interpretaciones por tanto es posible que un tribunal lo considere admisible la 

energía eléctrica como cosa mueble. 

     El problema de porque el hurto de energía eléctrica se distingue del hurto 

tipificado en el código penal, lo encontramos en el artículo 432 del código penal 

que tipifica dentro de otros delitos el hurto que deja una serie de características 

específicas exigibles para poder entender que se cumple con el tipo ¨El que 

sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucrarse se apropia cosa mueble 

ajena usando de violencia o intimidación en las personas o de fuerza en las 

cosas, comete robo; si faltan la violencia, la intimidación y la fuerza, el delito 

se califica de hurto¨21.   

     En el caso de hurto de energía eléctrica se satisface la falta de voluntad del 

dueño, y el ánimo de lucro en la apropiación, pero el conflicto evidentemente 

está en la frase ¨cosa mueble¨ a la que refiere el artículo, el cual excluye cosas 

intangibles como lo es la energía. El autor Alfredo Etcheberry (1997) habla de 

todas las características que se encuentran en el enunciado del artículo, y 

específicamente define el concepto de cosa muble, de la forma que como el 

indica es mayoritariamente entendido:  

La apropiación debe recaer sobre cosa mueble. Para los efectos del 

delito de hurto, sólo son cosas las corporales, excluyéndose las 

inmateriales, como los derechos o facultades, que para el Código Civil 

también son cosas (Art. 565 del C. Civil). Por cosas "corporales" 

entiende la disposición citada "las que tienen un ser real y pueden ser 

percibidas por los sentidos". Con más propiedad, puede decirse que las 

cosas corporales son aquellas que ocupan un lugar en el espacio o 

                                                
21 Código Penal Chileno artículo 432. 
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tienen extensión. Se excluyen, por consiguiente, las cosas que, siendo 

materiales, carecen de extensión, como el sonido, la luz, el calor, las 

energías (p.299).  

¿Pero entonces que sucede cuando se hurta algo que no es corporal? 
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CAPÍTULO 3: COMO SE HA TRATADO EL TEMA 

 

 

3.1) Análisis fallo Tribunal Constitucional 

     En chile esto es materia del tribunal constitucional (desde ahora TC) como 

lo declara el artículo 93 numeral 4 de la constitución ¨Son atribuciones del 

Tribunal Constitucional: Resolver las cuestiones que se susciten sobre la 

constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley¨ por lo que este se ha 

encargado en los casos que se ha intentado aplicar principalmente el recurso 

de inaplicabilidad. Según la revisión de jurisprudencia la constante ha sido que 

se acepte el DFL como fuente de derecho penal, dando a entender el hurto de 

energía eléctrica como un delito tipificado y que refiere a una pena. Al ser este 

un tema poco tratado hay poca información que analice la conducta del TC, 

por lo que se utilizarán dos autores para hacer un acercamiento al tema, estos 

hacen sus análisis respecto al mismo fallo, pero desde sus prioridades.  

     El primer texto que examina la sentencia corresponde a José Ángel 

Fernández22 quien se encarga de criticar el actuar del TC por la falta de 

prioridad sobre las supuestas garantías constitucionales que están como 

medio de protección de los ciudadanos, donde este tribunal debería ser el 

principal encargado de hacer que estas se cumplan. Fernández habla de ¨El 

incumplimiento de la mínima protección de los derechos fundamentales en el 

control constitucional de las leyes penales¨ para esto entrega dos ejemplos 

donde el considera que se faltó al límite mínimo de protección, del cual solo el 

primero es de nuestro interés, la sentencia Rol N.º 1191-2008, de hurto de 

energía eléctrica.  

     José Ángel Fernández en el mismo texto comienza reconociendo una 

tensión en el derecho constitucional entre democracia y derechos, e indica que 

los tribunales constitucionales han perdido el enfoque correcto y han pasado 

a tomar decisiones que carecen de legitimidad democrática. Llevando al centro 

la sentencia, esta, aunque afirma que el DFL era posterior a la regulación que 

limita a los DFL para que no sean fuente de derecho penal. Lo anterior  no fue 

suficiente para el tribunal para decidir que se vulneraba el mandato de reserva 

                                                
22 José Ángel Fernández Cruz “Tribunal constitucional y derecho penal: un estudio crítico” 
Centro de Estudios Constitucionales de Chile Universidad de Talca (2014) 
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de ley, argumentando que lo principal en el caso era que este es una réplica 

de un DFL de 1931, por ende previo a la legislación, priorizando que el DFL en 

cuestión es claro, cumple con describir una conducta prohibida y remite a una 

pena, lo que sería suficiente para ser cumplida, dándole solo importancia al 

criterio de ley certa que se conoció al principio de la tesina como parte del 

principio de legalidad. Siendo esta la línea general de decisión sobre el tema, 

por lo que el autor reclama que la toma de decisiones es una falta de 

protección mínima de las garantías constitucionales en base a lo esperable 

además para un tribunal constitucional. 

     Es necesario hacer la observación de que José Ángel Fernández23, que es 

uno de los pocos autores que refiere al tema, no hace mención alguna durante 

su examinación de la sentencia a los otros autores que también lo han hecho 

como Oliver Calderón y Segura, los cuales representan otras dos posiciones 

que se analizaran a continuación. Además, Fernández no profundiza sobre el 

principio de democracia que como ya se desarrolló en los párrafos anteriores 

es clave para fundamentar la importancia restringir la creación de materia 

penal a las leyes. Este se centra casi por completo en la importancia de que 

un TC sirva para proteger y asegurar las garantías constitucionales, pero no 

da mayores argumentos, ni tampoco alguna solución para el conflicto del DFL. 

     El otro texto al que referiré es de Romina Segura24 quien contextualiza con 

literatura que ya se ha utilizado en este trabajo, como Cury, Etcheberry y Oliver 

Calderón, que comienza con la misma lógica del anterior con una crítica al TC, 

en este caso ella desglosa como argumento cada parte. Primero da el punto 

de vista del ministerio público, este se enfoca en que el poder ejecutivo no 

excedió sus facultades con este DFL ya que este no creo un delito, sino que 

reubico algo que se encontraba en disposiciones legales sobre la energía 

eléctrica, y que además al estar regulado hace casi 80 años los ciudadanos si 

saben cuáles son las conductas son sancionadas y sus penas. Segundo el de 

la defensa, esta indica que se vulnera el principio de estricta reserva legal y 

luego da tres exigencias del principio de legalidad las cuales estarían siendo 

vulneradas, prohibición de retroactividad, fuente normativa de delitos y penas 

y determinación de la conducta sancionada, determinando que es ilegal e 

inconstitucional lo que se está permitiendo con el DFL. Tercero del TC que 

rechaza el recurso de inaplicabilidad aunque con un voto disidente que 

                                                
23 José Ángel Fernández Cruz “Tribunal constitucional y derecho penal: un estudio crítico” 
Centro de Estudios Constitucionales de Chile Universidad de Talca (2014). 
24 Romina Segura Soto ¨principio de legalidad en el hurto de energía eléctrica¨ Revista de 
Derechos Fundamentales Universidad de Viña del Mar. Páginas 211-217 (2011). 
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consideraba inconstitucional la forma de proceder, pero se falló con el 

argumento principal de que este artículo solo reprodujo una norma previa a la 

constitución actual que regula y limita la producción de los DFL y los cambios 

posteriores no han modificado lo sustancial del original, este ultimo la autora 

lo critica en base a que pasa por alto las garantías de libertad personal e 

igualdad ante la ley, por lo que aceptar lo que regula este DFL es directamente 

inconstitucional.  

     La autora después hace su propio análisis sobre el fallo, comienza 

reflexionando sobre que este DFL fue parte de normas transitorias en 1982, 

pero que actualmente no tienen ninguna validez ni justificación sabiendo que 

actualmente es inconstitucional. Luego asegura que el principio de reserva 

legal es la base de todo nuestro sistema político, este se encarga de poner a 

la libertad individual como el valor social más importante. Por lo que el principio 

de legalidad es un principio fundamental para el imputado y su seguridad, 

porque es gracias a este que puede exigir que no se le castigue por algo que 

no esté previamente tipificado y penado por una ley, o al menos esa es su 

lógica inicial la cual en este caso no se estaría respetando. 

     Por último, señala que los DFL son ¨manifestaciones de la potestad 

normativa del poder ejecutivo que, en virtud de una delegación de facultades 

realizada por el poder legislativo, regulan materias propias de una ley¨ 25 la 

crítica de Segura logra  plantear de manera más clara lo que considera un 

problema y como argumentarlo, además de profundizar de mayor manera los 

términos relevantes que conflictúan en el fallo, involucrándose con la 

importancia de la democracia e innovando con referirse al fin de transitoriedad 

que buscaba la restructuración del DFL en 1982, pero esta tampoco logra 

desarrollar una solución más bien se queda en la crítica. 

     Como cierre de los análisis del fallo del TC, queda como gran alerta la nula 

pronunciación del principio de democracia para el tribunal, el cual debería 

haberse hecho cargo de este punto al momento de decidir rechazar el recurso 

de inaplicabilidad que se imponía ante el DFL. Este se remitió básicamente 

solo al conflicto de constitucionalidad producto del año de creación del DFL y 

los cambios constitucionales, dejando en segundo plano las garantías que se 

vulneran, sin dar entonces un consistente argumento fundamente su decisión. 

 

                                                
25 Romina Segura Soto ̈ principio de legalidad en el hurto de energía eléctrica¨ Página 6 (2011). 
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3.2) posibles soluciones: 

     Tras el reciente análisis sobre los fallos del TC y el desarrollo conceptual 

de los términos de mayor relevancia, se confirma la poca visibilidad que ha 

tenido el conflicto de los DFL que regulan materia penal. En base a esto se 

van a plantear y desarrollar algunas posiciones interpretativas que podrían 

resolver el problema, donde las víctimas del hurto de energía eléctrica tengan 

un derecho legítimo de reclamar por lo que les sucedía sin que esto signifique 

vulnerar garantías constitucionales, por lo que este delito no tenga ninguna 

duda en contra de poder ser penalizado.   

     Se pueden imaginar muchas soluciones para este problema, cambiar el 

artículo, ampliar el significado, tipificar como nuevo delito, cambiar la materia 

de los decretos fuerza de ley, modificar la constitución, etc. Pero se va a 

priorizar las que sean más eficientes y menos invasivas al proceso a la vez, 

por tanto, van a girar en torno al conflicto de la característica que diferencia 

este tipo de hurto del que describe el código penal ¨cosa mueble¨, para esto 

se desarrollaran tres modos a seguir. 

     El primer modo argumenta la utilidad que puede traer este DFL con su 

redacción actual, sin necesidad de modificación, es decir, que siguiera 

regulando este tipo de hurto como si fuese una ley penal, lo cual, aunque 

consiguiese tener un buen fundamento, podría seguir siendo un punto de 

inflexión para los juristas que debiesen aplicarlo o fallar respecto ese, debido 

a su inconstitucionalidad.  

     En razón de lo anterior, si el artículo 432 del Código Penal26 tal como está 

y haciendo el ejercicio se suprimir el actual DFL de hurto de energía eléctrica, 

¿qué pasa con este hurto? ¿porque un tribunal no podría decir la energía 

eléctrica la guardo en un contenedor y así ser entendido como mueble?, se 

podría discutir que al aplicar el artículo original a estos casos se estaría 

infringiendo el principio de prohibición de analogía, el cual es parte del principio 

de reserva y por ende un componente del principio de legalidad, Enrique Cury 

indicaría que este  ¨prohíbe al juez recurrir a cualquier clase de normas que no 

estén contenidas en una ley formal, con mayor razón ha de vedársele la 

creación de ellas mediante un razonamiento analógico¨ (2020, p.168). Por 

tanto, existe para evitar que se intenten asociar otras conductas a delitos ya 

tipificados, lo que podría provocar una sobre criminalización, al englobar 

                                                
26 El que sin la voluntad de su dueño y con ánimo de lucrarse se apropia cosa mueble ajena 
usando de violencia o intimidación en las personas o de fuerza en las cosas, comete robo; si 
faltan la violencia, la intimidación y la fuerza, el delito se califica de hurto.  
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hechos nos tipificados dentro de otros delitos, además de pasar a llevar en 

principio de legalidad que garantiza que la ley estará previamente escrita.  

    Aunque en este caso la descripción del hurto de energía eléctrica pareciera 

calzar casi por completo con el artículo 432 del código penal. Se podría decir 

entonces que este DFL viene a solucionar el problema de la analogía recién 

explicado en el hurto, funcionando como una especie de anexo al delito, ya 

que este se remite a la pena de un tipo de hurto del código penal, en ese 

sentido se utilizaría para reforzar el principio de legalidad. 

     El segundo modo, en línea de lo anterior busca que el DFL no sea percibido 

como una infracción a la prohibición de analogía, sino que el hurto de energía 

eléctrica pueda ser encasillado dentro del tipo de hurto del código penal. Para 

esto habría que enfocarse en el concepto ¨cosa mueble¨ el cual es el principal 

factor para diferenciar al hurto de energía eléctrica, del hurto tradicional, con 

el fin de entenderlo de forma más amplia.  

     Marcos Contreras desarrolla esta idea27, señala que, tanto en la literatura 

como jurisprudencia, se ha entendido que, en delitos de apropiación, como lo 

es en el caso del hurto, se exige una forma de la cosa, y que se ha percibido 

así por el trato común de los delitos contra la propiedad tanto en el código 

penal como en las definiciones de propiedad en el código civil. Con esa idea 

en mente Contreras se cuestiona sobre si la cosa mueble del código penal es 

posible hacerla parte y entenderla como se describe en el código civil28 , es 

decir, como algo real y perceptible por los sentidos, pero más importante el 

código recién mencionado indicaría que lo esencial para ser cosa mueble es 

poder ser transportable sin perder su esencia o estructura, lo cual permitiría 

que la energía eléctrica pudiese ser incluida en el concepto. Quedando a 

reflexión, algo que sigue sin consenso, si tanto en el código penal como en el 

civil se espera como requisito de la cosa ¨corporalidad¨ que sería de manera 

objetiva la cosa tangible o ¨corporeidad¨ que es de manera subjetiva el espacio 

utilizado por un objeto físico, dependería de cual de estos conceptos se 

entiende como elemento de la cosa, si es posible incluir a la energía eléctrica 

como un objeto susceptible de Hurto, siendo el segundo termino el que 

entendería que la energía como tal si ocupa un espacio, por tanto, cosa 

mueble.  

                                                
27 Marcos Contreras Enos ¨La sustracción de cosas corporales informes: El caso del agua, la 
electricidad y el gas¨ REVISTA DE ESTUDIOS DE LA JUSTICIA (2023). 
28 Articulo 567 Código Civil Chileno " Art. 567. Muebles son las que pueden transportarse de 
un lugar a otro, sea moviéndose ellas a sí mismas, como los animales (que por eso se llaman 
semovientes), sea que sólo se muevan por una fuerza externa, como las cosas inanimadas¨  
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     Por otro lado, Marcos Contreras relata que han dicho la mayoría de los 

autores conocidos como Etcheberry, Matus y Ramírez, entre otros, sobre el 

concepto de cosa mueble y los delitos de apropiación, aunque lo que se dice 

es poco, estos indican que para efectos del hurto solo podrían considerarse 

los objetos o fluidos si estos son almacenados y por tanto transportables, por 

tanto en el caso de la energía eléctrica si estos por ejemplo: solo están siendo 

apropiados desde una conexión ilegal no estarían cumpliendo la 

transportabilidad, en cambio sí sería transportable si la energía esta 

almacenada en una batería, otros autores limitan aún más este concepto 

señalando que en general todos los fluidos no se consideran ¨cosas¨ por ende, 

no entran en ninguna categoría de hurto. De igual forma incluye la opinión 

minoritaria, la cual ha sido menos explorada, pero que logra entender a el 

concepto mueble de una forma más amplia, y a la energía de una forma más 

concreta,  esto es principalmente con un comentario de Guillermo Oliver 

Calderón quien dice que la energía eléctrica es materia, siendo toda la materia 

una cosa, y que incluso puede ser separada del órgano de donde se genera, 

citando textualmente ¨no resultaría posible llevar a cabo la acción de 

sustracción si la energía eléctrica «no tuviera materialidad ni ocupara un lugar 

en el espacio»29 ¨  siendo finalmente este argumento el de mayor peso para 

poder hacer parte a la energía eléctrica del concepto de hurto del código penal 

sin recurrir al DFL que actualmente lo regula. 

     Lamentablemente no es la solución más viable, es muy abstracto debido a 

la ambigüedad de los términos que se utilizan para definir cosa mueble, así 

como también influye de gran manera la interpretación tanto en la doctrina, 

como lo podría ser la de los jueces al momento de fallar, por lo que continuaría 

siendo incierto y a criterio en cada caso. 

     El tercero, aunque más concreto se considerara como el más consistente 

como solución a largo plazo para este caso específico de DFL, sugiere la 

posibilidad de una ley provisoria que se encargue de regularlo de manera que 

no infrinja ningún principio mientras se tipifica como un hurto especial, o dejar 

el actual DFL directamente como la ley provisoria para no dejar en indefensión 

a la víctima. Este cambio debe ser abordado dentro del marco del delito de 

hurto actualmente ya descrito en el Código Penal, o mediante la inclusión de 

un nuevo artículo que regule el caso concreto. Debido que la solución consista 

                                                
29 Marcos Contreras Enos en el texto ¨La sustracción de cosas corporales informes: El caso 
del agua, la electricidad y el gas¨ cita a Guillermo Oliver Calderón en «Estructura típica común 
de los delitos de hurto y robo». Revista de Derecho (Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso), 36: 359-395. (2011) 
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en una modificación general de la normativa y del contenido de los DFL para 

habilitar su capacidad de regular  materia penal, se corre el riesgo de que se 

convierta en un instrumento de control excesivo por parte del gobierno de 

turno, quien tendría la facultad de imponer sanciones penales a través de un 

DFL de manera, unilateral, arbitraria y sin los correctos mecanismos de control, 

así mismo vulnerando el principio de legalidad y los derechos fundamentales 

de los ciudadanos. 

     Por otro lado, como ya se desarrolló en el capítulo anterior la solución ideal 

requiere no limitarse a considerarlo como algo meramente civil, debido que el 

hurto de energía eléctrica de igual forma, aunque no se hable de algo tangible, 

contiene las otras características de un delito de apropiación y merecen las 

víctimas poder defenderse de esto de manera justa, al querer proteger su 

propiedad. 
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CONCLUSIÓN 

 

 

    Después de toda la revisión, se garantiza que hay una deuda importante en 

la literatura, la cual fue evidenciada principalmente por la poca referencia al 

problema central del DFL de hurto de energía eléctrica, el casi nulo 

cuestionamiento al funcionamiento de este, cómo fue que se permitió en más 

de una reforma que permaneciera y el hecho de que la minoría de quienes 

tocan el tema proponen alguna solución. El vacío académico también se ha 

notado por la falta de análisis actualizados por parte de los autores más 

reconocidos sobre términos importantes para el derecho y la sociedad, 

dejando una sensación de falta de interés, por lo mismo se ve en el análisis de 

los fallos que no se han tomado en consideración estos conceptos de manera 

íntegra, y más bien se han ampliado sus aplicaciones a criterio de cada juez. 

     Al comienzo nos preguntamos si realmente esto es un problema en la 

práctica, y si era así, quienes eran los más afectados, tras la revisión de 

jurisprudencia y los textos en relación a los fallos, se precisó de que los jueces 

tienen la tendencia de estar a favor de que se utilice el DFL como fuente de 

derecho penal, pasando por alto reglas que se supone son pilares de este 

derecho, como el principio del legalidad, por lo que las principales víctimas no 

están siendo quienes sufren el hurto, sino en este caso, se transformaron en 

víctimas pero por pasar a llevar sus garantías constitucionales, de libertad e 

igualdad ante la ley al ser arbitrariamente castigados por un DFL y no por una 

ley como se indica no solo en la constitución, y por consiguiente pasando a 

llevar la democracia de la sociedad.  

     Después de desglosar los conceptos recién referidos para poder demostrar 

la importancia y relación con el hurto DFL de hurto energía eléctrica y como es 

que se han tratado desde la última constitución, se ha concluido que finalmente 

no es un problema de principio de legalidad contra las garantías 

constitucionales, sino que ambos conceptos e incluido también el de 

democracia son razones para considerar inconstitucional el DFL en sí y 

además cualquier tipo de aplicación.  

     Al entender que hay que priorizar que, si se pueda ver el hurto de energía 

eléctrica como delito, la solución en vez de girar en torno a simplemente 
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prohibir cualquier aplicación o idea del DFL al referir a materia penal, esta lo 

hará para poder hacerla legal y constitucional su utilización, para esto se 

plantearon diferentes lógicas para afrontarlo pero finalmente se concluyó que 

es necesario y más efectivo que el delito sea tipificado en el código penal es 

decir sea una ley, y para lograrlo sin dejar en forma de indefensión a la víctima 

de este tipo de hurto hasta que la ley este lista, hay que pensar en una ley 

provisoria o un permiso para que se mantenga el DFL como ese intermediario, 

pero de algún modo regulado que exija que se haga la correcta regulación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



27 
 

BIBLIOGRAFÍA 

Brudner, A. (2014). The contraction of crime in Hegel’s Rechtsphilosophie. En 
M. Dubber (Ed.), Foundational texts in modern criminal law (pp. 141-163). 
Oxford University Press. 

Código Civil de Chile. (1855). Ley N.º 4.808. Biblioteca del Congreso Nacional 
de Chile. https://www.bcn.cl/leychile 

Código Penal de Chile. (1874). Ley N.º 3.914. Biblioteca del Congreso 

Nacional de Chile. https://www.bcn.cl/leychile 

Constitución Política de la República de Chile. (1980). Ley N.º 3.478. Biblioteca 
del Congreso Nacional de Chile. https://www.bcn.cl/leychile 

Contreras Enos, M. (2023). La sustracción de cosas corporales informes: El 
caso del agua, la electricidad y el gas. Revista de Estudios de la Justicia, 

31/12/2023. 

Cury Urzúa, E. (2020). Derecho penal: Parte general - Tomo I (11.ª ed.). 
Ediciones UC. 

Etcheberry, A. (1997). Derecho penal: Tomo tercero, Parte especial (3.ª ed.). 

Editorial Jurídica de Chile. 

Fernández Cruz, J. Á. (2014). Tribunal constitucional y derecho penal: un 
estudio crítico. Estudios Constitucionales, 12(2), 187-238. Centro de Estudios 
Constitucionales de Chile, Universidad de Talca. https://doi.org/ISSN 

07180195 

Gandulfo, E. (2009). ¿Qué queda del principio de nullum crimen nulla poena 
sine lege? Un enfoque desde la argumentación jurídica. Política criminal, 4(8), 

292-382. http://www.politicacriminal.cl/Vol_04/n_08/Vol4N8A2.pdf 

Ministerio del Interior. (1931). Ley General de Servicios Eléctricos (DFL 244). 
Publicación: 30 de mayo de 1931; promulgación: 15 de mayo de 1931. Última 

versión de: 31 de agosto de 1959. Recuperado de https://bcn.cl/3lmh7 

Oliver Calderón, G. (2011). Estructura típica común de los delitos de hurto y 
robo [Typical common structure of robbery and burglary]. Revista de Derecho 
de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, XXXVI, 359-395. 

Oliver Calderón, G. (2012). Vulneraciones de derechos fundamentales en la 
regulación de los delitos de hurto y robo [Human rights violations in the 
regulation on theft and robbery offences]. Revista de Derechos 

Fundamentales, 8, 15-44. Universidad Viña del Mar. 

Pettit, P. (1997). Republican theory and criminal punishment. Utilitas, 9(1), 59-

79. 

Real Academia Española. (s.f.). Democracia. En Diccionario de la lengua 
española (23.ª ed.). Recuperado de https://dle.rae.es/democracia 

https://www.bcn.cl/leychile
https://www.bcn.cl/leychile
https://doi.org/ISSN%2007180195
https://doi.org/ISSN%2007180195
http://www.politicacriminal.cl/Vol_04/n_08/Vol4N8A2.pdf
https://bcn.cl/3lmh7
https://dle.rae.es/democracia


28 
 

Rettig Espinoza, M. (2018). Derecho penal: Parte general, fundamentos, Tomo 

I (1.ª ed.). DER Ediciones. 

Rodríguez Vega, M. (2013). Principio de legalidad penal y sistema de justicia 
penal chileno (Dir. Carlos del Río Ferretti). Santiago de Chile. 

Segura Soto, R. C. (2011). Principio de legalidad en el delito de hurto de 
energía eléctrica: Comentario a la STC 1.191-2008. Revista de Derechos 
Fundamentales, 6, 211-217 


	INTRODUCCIÓN
	CAPÍTULO 1: CONCEPTOS CLAVE
	1.1. Principio de legalidad y democracia:
	1.2.  Garantías constitucionales y derechos fundamentales:

	CAPÍTULO 2: DEL HURTO
	2.1) Hurto de energía eléctrica
	2.2) Hurto en el código penal

	CAPÍTULO 3: COMO SE HA TRATADO EL TEMA
	3.1) Análisis fallo Tribunal Constitucional
	3.2) posibles soluciones:

	CONCLUSIÓN
	BIBLIOGRAFÍA

